EXPOSICIÓN DE LA DRA AÍDA KEMELMAJER DE CARLUCCI EN LA PRESENTACIÓN DE LA LEY PROCESAL PARA LA JUSTICIA DE FAMILIA Y VIOLENCIA. 

Mi agradecimiento a la vicegobernadora Laura Montero y a esta Legislatura. Ha sido un proceso que hemos vivido a lo largo de todo el año con este proyecto que no es nuevo, ya que comenzó con el gobierno anterior. Hemos recuperado parte de lo que se había hecho anteriormente y se continuó lo que demuestra que Mendoza tiene seriedad institucional.Tal como dijo Laura Montero, estamos adecuando la legislación procesal al Código Civil Comercial. 

Comienzo con una frase, que repito siempre de un italiano: “El proceso señala el momento crucial de la tutela de los derechos, indica el momento mas alto y mas crítico dado que la tutela jurisdiccional constituye la última playa, la última de las tutelas previstas”. Cuando fracasa el proceso fracasa el derecho, esto es lo que esta frase quiere decir. Puedo tener muchos derechos pero si el juez me dice que no los tengo, pues no los tengo. Por lo tanto, el derecho procesal y los procedimientos son muy importantes y no se puede restarle importancia. La importancia aquí es mayúscula, porque cuando hemos llegado a la sentencia y nos dijeron que no teníamos derechos, nos han eliminado un derecho que a lo mejor la ley sustancial- en esta caso el código civil- nos daba. 
Puntos de partida para este proyecto. La tutela judicial efectiva es un derecho que tiene base constitucional, que se funda en los derechos humanos por lo tanto, cuando no tengo tutela judicial efectiva me falta ese derecho constitucional, me tocan esos derechos humanos. Para lograr esa tutela judicial efectiva, no siempre se requiere mayor presupuesto, a veces el presupuesto hay que saberlo distribuir mejor. Esto no quiere decir que si no nos dan ese dinero, no hay tutela judicial efectivo. Primera palabra al Gobierno de la Provincia que le tiene miedo a esto porque cree que aumentará mucho el presupuesto. Vamos a demostrar hoy que no se aumenta considerablemente este presupuesto, que tratamos de mantenerlo. 

Segundo punto de partida; el niño en los procesos. Pues siempre es el interés superior del niño el que debe prevalecer, así viene de la Convención internacional de los Derechos del Niño  y de nuestra propia Constitución. 

Otro punto de partida, el tercero, Mendoza tiene una justicia de familia sana y cuando digo justicia de familia incluyo a jueces, funcionarios, auxiliares, a todos. ¿Por qué entonces tenemos que cambiar, si tenemos una justicia de familia sana? Hay que hacerlo porque -en alguna medida- esa justicia de familia necesita nuevos oídos para escuchar música nueva, nuevos ojos para mirar mas lejos, conciencia nueva para verdades que hasta ahora han permanecido mudas, esto no es mío es de Nietxche. En todos los órdenes creo profundamente en lo que se dijo: nuevos oídos, mirar mas lejos y nueva conciencia. Digo esto, porque me pregunto cual es la imagen que tiene el hombre común de esta justicia de Mendoza, que digo, es sana. Para el hombre común somos una justicia sana, pero como un señor mayor que le cuesta llegar mucho hasta arriba. Y si creen que esto no es así, les pido que se saquen la venda. Hagamos una encuesta si quieren y verán que es lo que piensa el hombre común de nosotros y me incluyo porque fui 26 años jueza de la Suprema Corte. 

¿Qué dice el Código Civil y Comercial sobre los procesos de familia? Que tenemos que respetar el principio de tutela judicial efectiva, inmediación,  buena fe y lealtad procesal, oficiosidad, oralidad, acceso limitado al expediente. Tenemos que buscar la resolución pacífica de los conflictos. Tenemos que tener jueces especializados, apoyo multidisciplinario y el interés superior. Es lo que tenemos que hacer, no podemos hacer otra cosa porque estaríamos vulnerando principios básicos que nos vienen del Cödigo Civil y Comercial hoy. 

¿Que pretendo explicar en este tiempo que tengo hoy aquí? Como se concretan esos principios del Código Civil en la Ley Procesal. Tiene cinco partes, una general, en segundo lugar la clase de procesos y  es importante porque tiene una etapa previa importante. Luego los procesos especiales, el proceso de violencia familiar que adelantó aquí Montero y que ustedes dirán “pero si el proceso de violencia familiar es un proceso especial porque no lo pusieron acá”. Les digo porqué y somos sincerísimos: el problema de la violencia es complejo, nadie se cree que esto es lo definitivo. Hay muchas ideas, proyectos, concepciones y todos estamos concientes de que no es perfecto y que habrá imperfecciones cualquiera sea lo que estipulemos. Lo pusimos porque si hay nuevas ideas, aportes, aquí vendrán y no tendremos que modificar las primeras partes de esta propuesta de ley. 

Al entrar a la parte uno, me encuentro que la finalidad del proceso de familia es la efectiva operatividad de las normas del derecho sustancial (constitución Nacional, de las provincias, derechos humanos). ¿Cuales son los principios y reglas? Respetar el debido proceso y asegurar la tutela judicial efectiva. Parece reiterativo, pero -como dice una querida amiga mía uruguaya- hay veces que con estas cosas hay que repetirla y machacar y machacar. Y te lo voy a repetir mil veces porque es lo que necesita: tutela judicial efectiva. 
Sabemos que este proyecto tuvo oposición y especialmente de los operadores que existen en Mendoza para este tipo de cosas: son ciegos. Queremos responder a esas oposiciones. 
¿Cuales son los miedos y los fantasmas que genera este proyecto? Son seis puntos: un juez “Torquemada”, prioridad de los métodos alternativos de resolución de conflictos, los nuevos personajes, la oralidad efectiva, los procesos de violencia familiar y el miedo presupuestario. 

Traigo nuevo personajes a los que les tengo miedo, en la oralidad efectiva. Me dicen que no se puede hacer y digo “tenemos mucho trabajo paro cuando te lo saco con esto nuevo seguís negando la oralidad”. Otra contradicción. En cuanto a los procesos de violencia familiar, esto de tener jueces especializados en violencia y sexto, el miedo presupuestario. 

A ver ¿tengo jueces estilo Torquemada, tengo este de la inquisición española que las tenía toda consigo?  Miremos. El artículo 9 dice que el impulso procesal está a cargo del juez. ordenar pruebas, disponer medidas no patrimoniales urgentes, cautelares y no cautelares. El impulso oficioso no procede en los asuntos de naturaleza exclusivamente económica en los que las partes sean personas plenamente capaces. Ahí no tengo el impulso procesal de oficio, ¿donde lo tengo? En los demás clientes que tengo en la justicia de familia y  por eso la caducidad de la instancia no opera en los casos en que el impulso oficioso del trámite le corresponde al juez. ¿Cómo voy a tener yo una caducidad en un problema en que un niño cuyos padres discuten entre ellos?. Sí: cuidado compartido, cuidado individual. El juez tiene que llevar adelante este proceso. Para evitar excesos rituales, el juez puede adaptar las formas sin conculcar el debido proceso. El pedido y la causa de la petición pueden ser interpretados extensivamente. 

Prioridad y erradicación del miedo de los mediadores. Dijo un juez de CABA: “Las partes quieren una solución que armonice sus dificultades, no una sentencia que cristalice sus discordias”. Por eso alentamos la resolución de conflictos consensuadas y dentro de las mismas, la mediación. Expreso aquí: “La resolución de los conflictos familiares debe procurar y preferir soluciones consensuadas, sea por el juez, sea por profesionales especializados. La expresión resolución consensuada comprende la conciliación, la transacción, la mediación y toda otra vía de solución no contenciosa. (Artículo seis). La mediación no desaparece de la provincia.

Medidas a tomar. Hay muchos abogados que se oponen a esta medida y es porque creen que pierden honorarios. El artículo dice “Si el juicio termina por solución consensuada del conflicto, excepto acuerdo en contrario de las partes, las costas son impuestas en el orden causado. En este caso, los honorarios de los abogados que patrocinen a las partes serán regulados como si el juicio hubiere tramitado todas las etapas hasta la sentencia”. Esto es, si logré un acuerdo no tengo que sancionar al abogado con menos honorarios, al contrario. 
Respecto a los nuevos personajes. Esta ley procesal que tanto hemos trabajado en equipo, surgió del Código Modelo que hicimos a pedidos de cada provincia. En esa adaptación tuve mucha gente colaborando al lado mío, que en el nombre de Mariel Molina y Eleonora Lamm (que no pudo venir) quiero agradecer hoy.

Justicia de familia y violencia. Nombro a Cámaras de familia y violencia familiar; Juzgados de familia, Juzgados de violencia familiar (primer miedo, signo de interrogación), Juzgados de paz, que seguirán funcionando en las materias en las que tienen competencia de conformidad con lo dispuesto por las leyes de la provincia y los necesito cercano en temas de violencia. El famoso Consejero de familia (es lo que incorporo nuevo), Ministerio Público Fiscal y Ministerio Público Pupilar. 
Entre los organismos auxiliares, tengo que tener una Unidad interdisciplinaria especializada en violencia familiar, con perspectiva de género. Tengo que ponerla en el lugar que corresponde y no como cuando yo llegué a la Suprema Corte que tenía gente especializada que estaba en mayordomía que ponía el papel higiénico. Ese auxiliar me lo llevé a la Biblioteca y me ficho todos los libros de la misma y así está hasta hoy. Hay que saber distribuir la gente en lo que sabe hacer porque forma parte de su felicidad el hacer lo que sabe hacer. Cuerpo de Mediadores y Comité de bioética al cual convoco cuando tengo un problema.  

Otros que se creen al efecto. Artículo 47. Patrocinio letrado de niñas, niños y adolescentes (abogado del niño) y el patrocinio letrado de personas con capacidad restringida

Ahora el que “asusta” es el Consejero de Familia. Cada juzgado de familia debe contar con dos consejeros de familia; ambos deben tener reconocida versación en derecho de familia, niñez y adolescencia, formación y práctica en métodos no adversariales de resolución de conflictos y cumplimentar los requisitos establecidos por la Constitución de Mendoza para ser juez letrado de primera instancia. No necesita acuerdo del Senado, sino los requisitos. Y no los necesita porque el Consejero no tiene jurisdicción. El tratará de arreglar todo y enviará al juez, quien homologará o no, es decir, no tiene jurisdicción. Cada juzgado de violencia familiar debe contar con un consejero de familia especializado en derecho de familia, niñez, adolescencia, violencia familiar y perspectiva de género. Esto no es un invento, existe una experiencia en provincia de Bs As. 

La mediación es un procedimiento imperfecto, que emplea una tercera persona imperfecta para ayudar a dos personas imperfectas, a concluir un acuerdo imperfecto en un mundo imperfecto (Marlow). No rechazo la mediación, de hecho, yo la impulsé. Los vientos nuevos nos indican que necesitamos otra cosa, ese consejero porque tiene funciones que la mediación tradicional no acepta. En el derecho de familia necesitamos más, necesitamos del mediador pero necesitamos más, que oriente, proponga, que elabore respuestas con el Cuerpo Auxiliar estrategias y alternativas. Hay que hacer seguimiento de lo que pasa a la gente. 

Hoy tenemos mediación que es obligatoria en unos campos del derecho familiar, no en otros. Ahora bien, queremos tener una etapa previa donde va a intervenir ese consejero en casi todo, menos en lo que la ley dice que va a intervenir. ¿Qué atribuciones tiene ese consejero? dirigir la etapa jurisdiccional no litigiosa denominada en esta ley etapa previa, tendiente a alcanzar la resolución consensuada del conflicto; asesorar y orientar a las partes, procurando la solución consensuada, teniendo en cuenta el interés superior del niño, la protección de las personas en situación de vulnerabilidad y el interés familiar, tanto en la etapa previa como en la contenciosa. Proponer la presencia de determinadas personas y/u organismos que puedan colaborar en la resolución del caso. Es decir, informa, asiste, orienta, acompaña el proceso para evitar procedimientos contenciosos, para ponerle fin a los ya iniciados y para distribuir los alcances conflictivos de los que ya tenemos. Estoy segura que muchos de los mediadores que tenemos en la provincia, con su gran experiencia se irán para ser consejeros.  Nadie los obligará para eso, pueden seguir como mediadores. Estoy convencida que muchos de esos mediadores que salieron de un exigente concurso querrán tener este rol. 
La oralidad efectiva, ese segundo miedo. Miren quienes están en esto. En un extremo del péndulo, aquellos que hablan de un proceso pensado sobre la base del proceso escrito. “Nosotros somos de la oralidad pura”, nos dicen. Y esto no existe, salvo que sea un fundamentalista. La justicia no es un canal de televisión. En el otro extremo, aquellos que dicen que no pueden cumplir con la oralidad porque tengo mucho trabajo y audiencias.  

Y aquí rescato estos artículos. 

Artículo 88. Etapa de postulación. La demanda, contestación, reconvención, oposición de excepciones y sus contestaciones exigen forma escrita.

Artículo 8. Oralidad e inmediación. Proceso por audiencias. Excepto disposición en contrario de esta ley, el proceso se desarrolla mediante audiencias. El trámite debe conducirse observando las reglas de celeridad, concentración, saneamiento y eventualidad.

 Artículo 86. Carácter supletorio. Los procesos que no tengan asignado un trámite especial se rigen por el trámite del proceso ordinario por audiencias, que se regula en este capítulo.

Esto empieza con una audiencia preliminar, donde andaré limpiando este bosque lleno de ramas y hojas que no me dejan ver el problema. Allí el juez puede tomar las riendas del proceso. Debe ser presidida por el juez, función es indelegable. La inasistencia no justificada de la parte actora importa el desistimiento de su pretensión, incluso si la parte demandada tampoco comparece. La inasistencia injustificada del demandado permite tener por ciertos los hechos afirmados por el actor en todo lo que no exista prueba en contrario, excepto que esté comprometido el orden público o se trate de derechos indisponibles. Su inasistencia no impide que el juez disponga oficiosamente medidas para sanear el proceso, fije el objeto de la prueba y decida sobre los medios probatorios a producir.

¿Qué hace el juez? Invita a las partes a una conciliación total o parcial del conflicto. Si se arriba a un acuerdo conciliatorio, se labra acta en la que conste su contenido y la homologación por el juez interviniente. El acuerdo homologado tiene efecto de cosa juzgada. Si no hubiera acuerdo entre las partes, en el acta se hace constar esta circunstancia, sin expresión de causas. Los intervinientes no pueden ser interrogados en ninguna etapa posterior del proceso acerca de lo acontecido en la audiencia preliminar. Si no se llega a un acuerdo, y lo considera pertinente, puede invitar a las partes a derivar la cuestión a un mediador.

Procesos de violencia, el otro miedo. Los puntos de partida son la alta complejidad, con marchas y contramarchas y entre nosotros que trabajamos esto tampoco nos ponemos de acuerdo. Nada es suficiente, siempre necesitamos más, el proceso judicial es la prueba que fracasó la prevención.  Y si fracasó la prevención tenemos violencia. 

Su objetivo es regular el procedimiento judicial especializado tendiente a establecer las medidas de protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia familiar, y prestar asistencia a las personas en situación de violencia. 

¿Quién recibe la denuncia?  Los juzgados de violencia familiar deben contar con guardias las 24 horas para recibir las denuncias porque la violencia no tiene horario, pero también la puedo presentar ante ese juez, los organismos habilitados y la policía, porque la gente va allí. 

Si la denuncia no es presentada ante el juez con competencia en violencia familiar, debe ser remitida inmediatamente a ese juez, dentro del plazo máximo de  doce (12) horas. Las seccionales policiales y los otros organismos habilitados, entre ellos, las oficinas fiscales, deben recibir las denuncias mediante personal especializado, y prestar auxilio a la persona en situación de violencia, aun cuando no se encuentren dentro de su domicilio, con la finalidad de protegerla y evitar el agravamiento de la situación, dando inmediata intervención al juez con competencia en violencia familiar.

La justicia de violencia familiar y la justicia penal deben actuar coordinadamente para alcanzar la  máxima protección y restitución de derechos a las personas en situación de violencia, evitando la re-victimización. A tal fin, entre otras medidas, deben impedir la reiteración de actuaciones ya realizadas en la otra sede. están autorizados para compulsar toda la información que proporcionen los sistemas informáticos del Poder Judicial. Cuando el Juez con competencia en violencia advierta que los hechos de violencia denunciados constituyen un delito penal, comunica al Agente Fiscal en turno, para que intervenga conforme las disposiciones legales vigentes.

En caso de incumplimiento de las medidas de protección dispuestas, el juez debe: evaluar la conveniencia de modificar o ampliar las medidas de protección, en el caso que lo estime necesario, imponer sanciones de conformidad con lo previsto en el Art. 307, disponer el arresto cuando los hechos de violencia configuren un delito penal grave y remitir inmediatamente las actuaciones al juez penal y requerir el auxilio de la fuerza pública para asegurar el acatamiento de las medidas de protección. 
El juez debe controlar el cumplimiento y la eficacia de las medidas de protección y de la sentencia dictada, sea a través de la comparecencia de las partes al tribunal, con la frecuencia que se ordene, sea mediante la intervención del equipo técnico multidisciplinario especializado en temáticas de violencia, que elabora informes periódicos de seguimiento. 

En los casos de violencia de alto riesgo, el seguimiento se realiza cada tres (3) meses hasta que se constate de manera fehaciente que ha cesado el riesgo, teniendo en cuenta la particularidad del caso. Como verán, nuevos ojos para escuchar nueva música. Hacemos seguimiento, supervisión, no es cierto que los jueces toman la medida y a otra cosa. 

Respecto a las disposiciones transitorias, tenemos solucionado parcialmente las dudas del gobierno. Los mediadores que al momento de la sanción de esta ley integran el cuerpo de mediadores podrán solicitar la conversión de sus funciones en las de consejero de familia, si reúnen los requisitos previstos en esta ley. Si no reúnen las condiciones, y están incorporados a la planta permanente de empleados y funcionarios del Poder Judicial de la provincia, la Suprema Corte decidirá si permanecen como mediadores en la Justicia de familia o pasan a la justicia civil.

La Suprema Corte establecerá cuales juzgados de familia pasan a ser juzgados de violencia familiar y qué funcionarios que forman parte del cuerpo interdisciplinario de los tribunales de familia pasarán a cumplir funciones en los equipos de protección contra la violencia familiar.
Esta propuesta tiene seguimiento. Si. Habrá una comisión de seguimiento del funcionamiento de esta ley procesal para la justicia de familia, integrada por tres personas de reconocida versación en la materia. Los integrantes son designados: uno, por el Ministerio de Justicia de la provincia; otro por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia, y el tercero, por el Colegio de Abogados de la Provincia. Habrá que recoger información sobre las dificultades generadas en la interpretación y aplicación de la presente ley y formular propuestas de reforma, como mínimo, cada tres años.
Cierro con las palabras del gran hombre del derecho procesal italiano,  Piero Calamandrei: “Nadie está en mejor condición que nosotros, que somos los mecánicos de estos aparatos instituidos para traducir la justicia en la realidad cotidiana, para comprender que cuando estos aparatos se traban, la Justicia viene a ser una befa siniestra y una traición para quien sufre y espera”. 

No podemos seguir haciendo esperar a la gente. 

Muchas gracias. 

